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DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD INFORMACIÓN PROCESO PENAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / NO DEMOSTRÓ DERECHO DE POSTULACIÓN NI CIRCUNSTANCIAS QUE LO ACREDITEN COMO AGENTE OFICIOSO / ACCIONADA DIO RESPUESTA / HECHO SUPERADO / IMPROCEDENTE / Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa” 

(…)
De acuerdo a lo anterior, y como viene de decirse, el invocante aportó un escrito que tiene como referencia “poder especial”, el cual fue otorgado por las señoras JCC y LFCC para presentar la acción de tutela en contra de la FISCALÍA 8º SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS, sin embargo, no se encuentra acreditado dentro de la foliatura que además de la intención del señor DES de actuar en pro de sus intereses, ostente la calidad de abogado. 
Ahora bien, si hipotéticamente se pensara que lo que pretendía el invocante era actuar en calidad de agente oficioso de las mencionadas personas, tampoco demostró las razones por las cuales ellas, como titulares de los derechos fundamentales reclamados, no pueden ejercer su propia defensa.

(…)

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de legitimidad por activa de la tutela, razón que sería suficiente para declarar anticipadamente su improcedencia. Sin embargo, es del caso hacer alusión a la respuesta ofrecida por parte de la Fiscalía accionada, en cuanto afirmó que por medio de oficio adiado el 1º de junio del año que avanza, se pronunció de fondo respecto al derecho de petición impetrado por el libelista ante ese Despacho.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por el ciudadano DAVID EZERIGUER SÁNCHEZ, quien dice propugnar por los derechos fundamentales de las señoras JULIETH y LUISA FERNANDA CARDONA CASTAÑO, en contra de la FISCALÍA 8 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS, y la PROCURADURÍA JUDICIAL PENAL No. 151 DE PEREIRA, R/DA.
ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que el día 16 de marzo de 2018 presentó un derecho de petición ante la Fiscalía 8º Seccional de Dosquebradas, Risaralda, mediante el cual pidió que se le informara sobre el estado actual del proceso adelantado en contra del ciudadano JESÚS ANDRÉS CASTAÑO VARGAS, así como las actuaciones que se han llevado a cabo con respecto al mismo. 
Refirió que la finalidad de esa solicitud, es obtener una serie de pruebas tendientes a incoar un proceso verbal de nulidad de constitución de hipoteca en la jurisdicción civil, relacionado con los delitos que en el proceso penal se investigan. 
Sin embargo, en la actualidad no se ha recibido respuesta por parte del Ente accionado, y a tal mora en pronunciarse frente al mismo, se le suma que a pesar de haberse instaurado la denuncia desde el 11 de noviembre de 2015, la actuación no haya avanzado de la etapa de indagación preliminar, con lo cual, se han encontrado perjudicadas sus mandantes, las señoras Cardona Castaño, quienes fungen como víctimas en esa actuación. 
PRETENSIONES:

Teniendo en cuenta lo anterior, solicita el accionante que se tutelen los derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la administración de justicia de sus representadas, y en consecuencia, se le ordene a la Fiscalía 8º Seccional de Dosquebradas, así como a la Procuraduría Judicial Penal No. 151 que hagan un seguimiento del mencionado proceso, y se establezca cual ha sido la razón de la mora que se le ha dado a tales diligencias. 
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 18 de mayo del año que transcurre, fecha en la cual, tras analizar el contenido de la solicitud y los documentos adjuntos, ésta Magistratura resolvió inadmitirla, puesto que a pesar de haberse promovido bajo la figura de “apoderado”, el invocante no adjuntó el respectivo poder que avalara su condición de representante judicial de las titulares de los derechos, ni mucho menos acreditó su título como profesional del derecho. 

En esa oportunidad se le concedió al libelista el término de tres días para subsanar el yerro relacionado con la falta de legitimación para actuar, lapso durante el cual allegó un memorial contentivo de un poder suscrito por las señoras Julieth Cardona Castaño y Luisa Fernanda Cardona Castaño, mediante el cual le autorizan expresamente para promover la presente acción de tutela. 
El trámite se admitió mediante auto del 29 de mayo del año que avanza, proveído en el cual se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, Risaralda, así como a la Procuraduría Judicial Penal No. 152. Además, se hizo la salvedad de que el señor Ezeriguer Sánchez persistió en la falencia de acreditar su calidad de abogado.  
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS:
Frente al asunto se pronunció la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, en el memorial allegado por medio del correo electrónico de la Corporación y también en físico, expuso que mediante oficio del día 1º de junio del año que avanza dio respuesta de fondo al derecho de petición elevado por el accionante ante ese Despacho. 
Adjunto a su escrito allegó copia de la respuesta brindada al invocante, así como la acreditación del envío por medio electrónico. También allegó en calidad de préstamo una copia de la carpeta correspondiente al proceso penal aludido por el actor. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico: 

Se debe establecer en esta oportunidad, si la Fiscalía 8º Seccional de Dosquebradas, Risaralda, ha vulnerado los derechos fundamentales de las señoras JULIETH y LUISA FERNANDA CARDONA CASTAÑO, tal como fue manifestado por el ciudadano David Ezeriguer Sánchez en su líbelo petitorio.  
3. Solución del caso concreto: 

Antes de entrar a hacer cualquier pronunciamiento frente al problema jurídico planteado, es necesario advertir que en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de tal estudio:

Como se dijo en párrafos anteriores, en el momento de evaluar las condiciones de admisibilidad de la solicitud de amparo constitucional, se encontró que quien la promovió, esto es el señor DAVID EZERIGUER SÁNCHEZ, no acreditó su legitimidad para representar judicialmente los intereses de las personas por quienes dijo propugnar.  
A pesar de lo anterior, la Colegiatura le brindó al accionante la oportunidad de subsanar el yerro, tras la concesión del término de tres días para que lo hiciera con la debida presentación de un poder especial otorgado por las señoras Julieth Cardona Castaño y Luisa Fernanda Cardona Castaño, así como la acreditación de su título como profesional del derecho; sin embargo, aunque dentro de ese lapso se allegó el poder, persistió el libelista en la falencia relacionada con la demostración de que él cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, ya que no hay claridad acerca del título de abogado, y aun así, después de haber insistido en ello con el auto admisorio de la demanda, decidió mantenerse en esa posición.
Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”: 
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.  Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En ese sentido, debe precisarse que en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales, se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo la presentación de una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. 
Sobre este tópico se ha pronunciado jurisprudencialmente la H. Corte Constitucional, al establecer los eventos en que se configura la legitimación en la causa por activa:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona  afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, previamente citado, ha dicho
:  
“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así mismo, el Órgano de Cierre Constitucional señaló en la Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.

De acuerdo a lo anterior, y como viene de decirse, el invocante aportó un escrito que tiene como referencia “poder especial”, el cual fue otorgado por las señoras JULIETH CARDONA CASTAÑO y LUISA FERNANDA CARDONA CASTAÑO para presentar la acción de tutela en contra de la FISCALÍA 8º SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS, sin embargo, no se encuentra acreditado dentro de la foliatura que además de la intención del señor EZERIGUER SÁNCHEZ de actuar en pro de sus intereses, ostente la calidad de abogado.  

Ahora bien, si hipotéticamente se pensara que lo que pretendía el invocante era actuar en calidad de agente oficioso de las mencionadas personas, tampoco demostró las razones por las cuales ellas, como titulares de los derechos fundamentales reclamados, no pueden ejercer su propia defensa. En ese sentido, debe recordarse que la figura de la agencia oficiosa, sólo opera cuando quien está siendo afectado en sus derechos, se encuentra imposibilitado para defender sus derechos por sí mismo: “… se debe tratar de una verdadera imposibilidad, no cualquier dificultad para cumplir una obligación implica que esta deba ser tenida por imposible.” (Sentencia T-634 de 2008).
Conforme a lo expuesto hasta ahora, resulta evidente que hay una falta de legitimación en la causa por activa en este asunto, y aunque la línea de pensamiento que ha mantenido esta Corporación es en el sentido de que ésta es una causal suficiente para rechazar la acción de tutela, se considera plausible a partir de ahora, y con el fin de preservar la garantía al debido proceso del accionante, permitiéndole ejercer su derecho de contradicción por medio de la impugnación, y aún de una eventual revisión por parte de la Corte Constitucional, por lo tanto, se declarará improcedente la presente acción; tal como lo ha sostenido ese Alto Tribunal a nivel jurisprudencial:   

“(…) cuando el proceso de tutela se promueve por intermedio de apoderado, la Corte Constitucional ha establecido que la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en un  proceso ordinario para solicitar el amparo constitucional. (…)

Aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada. En el caso que la acción de tutela sea impetrada por medio de apoderado judicial, la Corte ha manifestado que debe ser abogado con tarjeta profesional y presentarse junto con la demanda de tutela un poder especial, que se presume auténtico y no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes a la acción de tutela, por medio del cual se configura la legitimación en la causa por activa sin la cual la tutela tendría que ser declarada improcedente.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de legitimidad por activa de la tutela, razón que sería suficiente para declarar anticipadamente su improcedencia. Sin embargo, es del caso hacer alusión a la respuesta ofrecida por parte de la Fiscalía accionada, en cuanto afirmó que por medio de oficio adiado el 1º de junio del año que avanza, se pronunció de fondo respecto al derecho de petición impetrado por el libelista ante ese Despacho. 
Tal afirmación deja entrever que la pretensión del accionante se ha visto satisfecha y por ende, es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto se ha presentado el fenómeno de la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental presuntamente conculcado:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR la CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO en la presente acción de tutela instaurada por el señor DAVID EZERIGUER SÁNCHEZ en contra de la FISCALÍA 8 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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